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Resumen
 En este trabajo se va a estudiar el origen y las características del Estado Social y Democrático del Derecho. El principal objeto del mismo consiste en dar una corta y clara síntesis acerca de este tema.

* Abstract.- In this work it is going to be studied the origin and characteristics of de Social and Democratic State of Law. The main object of the job is giving a short and clear synthesis about this subject. .

 Introducción 

En el Artículo 1 de la Constitución española se dice expresamente que España es un "Estado social y democrático de Derecho que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico, la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político"
.

“Los artículos 1 y 2  constituyen el pórtico de entrada a nuestra carta magna  En él se sintetizan los rasgos más sobresalientes del régimen democrático instaurado por la Constitución de 1978. Si en una Constitución se encuentra el embrión de todo el Derecho de un Estado, en estos preceptos, se sintetizan los principales rasgos del Derecho constitucional español vigente y, en consecuencia, de todo el resto del ordenamiento jurídico. Los artículos 1 y 2 constituyen lo que, en los términos de la doctrina cabe calificar de clave de bóveda del régimen constitucional español.

Estado social y democrático de Derecho consiste para Torres del Moral en “un sistema de solidaridad nacional gestionado por los poderes públicos con participación ciudadana efectiva y con respeto a la primacía del Derecho y de los Deberes”.

Europa fundó un tipo de Estado sin precedentes que se ha impuesto en casi todo el mundo, siendo los elementos más valiosos del que se conoce como Modelo Constitucional de Estado Social de Derecho: el republicanismo, basado en la separación de poderes, la legitimación democrática del poder, la participación democrática en la conformación del mismo, el constitucionalismo, la estatalidad de los derechos fundamentales y el Estado Social de bienestar”  ( MORA BASTIDAS, PATRICIA)

Desde el punto de vista jurídico la Constitución es, en primer lugar, una norma que regula la composición, competencias y procedimientos de las instituciones del Estado, la estructura del Estado. Define y delimita cada uno de los poderes del Estado . El clásico principio de separación de estos Poderes, implícito en los Títulos Tercero ( De las Cortes Generales), Cuarto (Del Gobierno y de la Administración) y Sexto (Del Poder Judicial) de la Constitución de 1978, supone un criterio de despersonalización del Poder formal del viejo anhelo del constitucionalismo americano que desembocará, tiempo más tarde, en la expresión, acuñada en Europa, del Estado de Derecho, es decir, del gobierno de las leyes y no de los hombres (MARTÍN REBOLLO)
 .

“En el paso del absolutismo al liberalismo fue la ley, como máxima expresión del derecho positivo y como estatuto de ordenación jurídica del poder basado en el principio de igualdad, la que logró imponer límites al ejercicio del poder político en general. En el Estado liberal prima la protección de las llamadas libertades contra el Estado y la democracia es entendida, ante todo, como un procedimiento que limita la arbitrariedad del poder para asegurar esos derechos de las personas. La libertad es concebida  como la ausencia de interferencia del Estado en nuestra autonomía. La igualdad protegida es la igualdad formal ante la ley.  El Estado Social y Democrático de Derecho es la suma de un Estado Liberal que se originó en Inglaterra en el siglo XVII y se extendió por Europa y América a lo largo del siglo XVIII, y recoge las aspiraciones del Estado del Derecho clásico del siglo XIX sobre los derechos y libertades individuales que hasta entonces habían sido desconocidos por los regímenes absolutistas. Un Estado Democrático que reposa en la soberanía popular de un Estado Social y en la idea de que el poder político debe lograr para los asociados una justicia material mínima” (BASTIDAS MORA, P)
.

Se denomina Constitucionalismo Liberal a la corriente de pensamiento y de acción filosófica y política que surge en Inglaterra a finales del siglo XVII y se propaga por Francia y otros países europeos en el siglo XVIII. Busca que los Estados estén regidos por una Constitución contentiva de los principios básicos de la Democracia Liberal; pretende imponer un gobierno limitado con el propósito de asegurar y proteger unos derechos individuales, o derechos de autonomía, para lo cual se establece como dispositivo esencial la separación de poderes (BASTIDAS MORA, P.). 

En la actualidad, y al menos desde el siglo XVIII, el concepto de Estado está suficientemente acuñado y nos resulta válido para referirnos a una comunidad política y socialmente organizada que habita en un territorio determinado y está sujeta a un conjunto de normas e instituciones. El fenómeno de conformación del Estado se produce en el inicio de la Edad Moderna mediante la emergencia de las Monarquías Autoritarias, que pone fin al largo período del medioevo. 

Un elemento clave del Estado Constitucional y Democrático de Derecho es la justicia Constitucional que intenta concretar los límites del poder estatal en expansión (MORA BASTIDAS,P).

Otro elemento clave del Estado Constitucional y Democrático de Derecho es un Estado Constitucional en el sentido de poseer una constitución formal con una codificación amplia y comprensible para todos, que limita y legitima al poder Estatal y es creada normalmente por una Asamblea Constituyente. El paso del Estado de Derecho a  un Estado Social de Derecho implica una transformación del universo jurídico, una nueva manera de entender las fuentes del derecho, una forma distinta de administrar justicia”
 ( BASTIDAS MORA, P.) 

Para el estudio del origen y características del Estado Social y Democrático de Derecho hemos de partir del significado de los conceptos que lo conforman: Estado de Social, Estado Democrático y Estado de Derecho pues no es posible definir el significado actual si no partimos del proceso evolutivo de su creación y evolución para llegar a entender el lugar en el que se encuentra en la actualidad. Pues, como dice el profesor Fernández de Buján “ lo que somos se debe, en una parte notable, a lo que un día fueron aquellas sociedades”

 Evolución teórica entre Poder y Derecho

Desde el origen de los tiempos las personas se han ido agrupando para protegerse de las inclemencias del tiempo, de las agresiones de los animales y de las agresiones de otros individuos. De igual forma han trabajado para subsistir, unos se dedicaban al pastoreo y otros a la agricultura, Poco a poco surgió la necesidad de intercambiar los productos que cada uno de los miembros de la sociedad tenían de excedente, cuando quien era ganadero necesitaba productos agrícolas y el que era agricultor necesitaba productos ganaderos se los intercambiaban naciendo de esta forma el trueque y con ello el comercio. Más adelante y conforme la población fue aumentando, lo que en un primer momento era fácil de realizar se fue convirtiendo en una complicada labor que hubo que regular pues a unos y a otros sobraban productos de los que eran productores y necesitaban otros más sofisticados, de forma que surgieron otros oficios, surge la propiedad privada y se va operando un proceso socializador en el que intervienen los individuos de una comunidad. El elemento definidor de la comunidad es el vínculo interpersonal que se genera entre sus miembros debido a que presentan características comunes o están unidos por los mismos intereses. Estas características comunes que se pueden apreciar entre sus miembros, el pasado que les une, o elementos comunes -tales como las costumbres, usos, valores, creencias, principios, cultura o el propio idioma-, son las que no pertenecen a ninguno porque se extiende a todos los que la conforma
. Pero la vida en sociedad solo es posible dentro de un orden y cuando el hombre decide vivir en sociedad ha de organizarse, constituir una unidad política con sus autoridades o gobernantes, y disponer de un conjunto de reglas, de normas que imponen lo que se debe o no se puede hacer, y además, establecen lo que es justo en caso de conflicto entre los ciudadanos.

Todas estas relaciones que, en un primer momento surgieron de forma espontánea aparecen regidas de forma ordenada por normas consuetudinarias que en un primer momento debieron tener carácter moral o de carácter religioso ( invocandose a los dioses de la naturaleza en un primer momento) y de unos usos sociales jurídicos que fueron poco a poco convirtiéndose en normas jurídicas (costumbres jurídicas) , pues, aunque desconocemos con exactitud como era la organización social de los pueblos en la sociedad primitiva, en todo caso sabemos que toda sociedad, sea  de carácter humano sea de carácter animal (en la que prima la ley del más fuerte), necesita normas que regulen las relaciones de sus miembros. Es imprescindible para mantener la paz social, que la vida en sociedad venga regulada por unas normas objetivas que establezcan las esferas de libertad y de actuación entre los particulares, pues ocurre frecuentemente que la acción de uno invade la libertad de otro siendo preciso limitar aquella para no conculcar ésta. Así, en los mismos albores de la civilización, desde que una comunidad política se organiza de forma primaria, surge el Derecho como una necesidad imperiosa de organizar la vida social
. Todas estas premisas fundamentales dieron origen al Derecho pues las sociedades se fueron organizando para conquistar nuevos territorios y para defender el propio y, dependiendo del régimen, apoderarse de esclavos, tierras, riquezas u otras pertenencias de los pueblos más débiles que pasaban a estar sometidos al nuevo Estado de forma que las leyes comenzaron a regular las relaciones de las personas que integraban la sociedad y su distinción entre amos, esclavos, siervos y extranjeros. En el mundo clásico, tanto en Atenas como en Roma, pueden encontrarse experiencias en las diferentes realidades políticas que se corresponden con las diversas formas de gobierno que existieron y conformaron las estructuras de las comunidades de la antigüedad.

Del mundo antiguo, Roma fue quien dominó el mundo occidental, donde la cultura griega determinó las actuales formas de sociedad y gobierno mientras los juristas romanos se dedicaron a regular jurídicamente las normas establecidas imponiendo tributos, multas, castigos y leyes de conducta. Grecia y Roma encarnan las primeras realidades políticas de la Historia de la Humanidad, en las que sus respectivas comunidades políticas rigen la convivencia social por un conjunto, bastante riguroso y completo, de normas jurídicas. Así , con matices, puede decirse que son las primeras manifestaciones de un incipiente Estado de Derecho.
 Para FERNANDEZ DE BUJÁN, “si la República romana toma del relevo en el ideal democrático ateniense, es evidente que la gran aportación de la civilización romana a la posteridad es su prodigiosa creación jurisprudencial del Derecho, Así desde Roma, ius y Lex no se confunden sino que se presentan como categorías que deben ser diferenciadas, si bien se encuentran inexorablemente concatenadas.  Además, si la Ley griega no podía desvincularse del ideal de justicia, Roma que tiene la virtud de juridificar todo lo que toca, adopta la concepción de justicia y la dota de un contenido jurídico del que hasta entonces carecía. Por otra parte, a Roma se debe en importantísima medida: la forma de organización del poder político; la ordenación territorial y presencia del poder de la Metrópoli en los pueblos inicialmente conquistados y después romanizados, es decir, incorporados plenamente a las formas de vida de la civilización romana”.

Dice B. Russell que el poder es el concepto fundamental de las ciencias sociales, como la energía lo es de la Física. Este poder, como realidad social básica, ha de entenderse nudo, a secas, desprovisto de todo objetivo que pudiera venirle atribuido por la cultura. Este poder meramente fáctico, aplicado a hombres, establece una relación de dominación no diferente que el que ejerce el carnicero sobre las ovejas(TORRES DEL MORAL)
.

Para Torres del Moral, el poder político pretende siempre presentarse como legítimo ante la opinión de los ciudadanos, o súbditos, y ante la opinión pública mundial. A la larga, una relación de poder no alcanza estabilidad más que cuando el elemento jurídico, el de legitimidad de esa relación, se impone al elemento de dominación, canalizándolo y controlándolo. El Derecho busca la seguridad, y por eso postula una cierta igualdad o equivalencia entre los términos de esa relación. A partir de ahí define posiciones, objetiva posibilidades, regula las relaciones política y sociales de una comunidad. Es un factor de organización, de estabilidad. El Derecho es conservador, mientras que el poder es una fuerza creadora o destructora, expansiva. El poder crea o define el Derecho, necesita del Derecho para imponer un orden y queda prendido y envuelto en ese mismo orden por ese mismo Derecho. Queda delimitado, regulado encauzado, sujetado por el Derecho. La tensión dialéctica entre poder y Derecho ha buscado siempre un fundamento inmanente de su propia existencia y proyección y ha pretendido, en consecuencia, desprenderse de toda sujeción, de toda norma. En la historia del pensamiento puede rastrearse esa tensión dialéctica entre posiciones favorables a la limitación del poder y otras que apoyaban su carácter incondicionado (TORRES DEL MORAL)
. Así, siguiendo al profesor Torres del Moral
 se debe mencionar que es usual citar la tragedia de Antígona, de Sófocles, como texto que presenta con claridad la tensión entre el poder y ciertas normas de general acatamiento y cumplimiento, bien que más que jurídicas fueran religiosas. Platón, en La República, prefiere el gobierno del filósofo sin cortapisas formales, para Platón, el poder se manifiesta con pureza en su rol directivo, motor, por encima incluso de las leyes. Por su parte Aristóteles es más decidido partidario del gobierno mediante Derecho, elevándolo a piedra de toque del gobierno perfecto, pudiendo considerarlo como el primero que intenta una fundamentación teórica de la institucionalización jurídica del poder. En el Medievo se da un difícil equilibrio inestable entre el poder del monarca como ungido de Dios y su subordinación al Derecho, que lo hace rey. Con el nacimiento del Estado se va construyendo la doctrina de su razón. El Estado tiene en sí mismo su razón de ser, su justificación, su logos, el principio de su existencia y de su movimiento. El gobernante u obedece fatalmente a esa razón o sucumbe. La doctrina europea de la soberanía absoluta arranca en Bodino. El poder del Estado es supremo, perpetuo, inalienable, imprescriptible e incondicionado. Está por encima de las leyes, no ligado por ellas, es absoluto. Frente a esta doctrina de la soberanía absoluta, la escuela de teólogos y juristas españoles de los siglos XVI y XVII, sobre la distinción entre el poder de la comunidad política y su ejercicio ligan éste a normas morales y jurídicas y construyen una doctrina de la soberanía como poder supremo, sí, pero no absoluto, sino ligado a las leyes.

Por su parte, “Locke representa el inicio de lo que será el Estado constitucional y representativo y justifica la separación de los órganos de poder y la prevalencia del legislativo. Cree que debe restringirse la prerrogativa regia y, en general, pone las bases teóricas del Estado liberal , que será llamado “de Derecho”.

En el siglo XVIII la reflexión sobre los problemas y dificultades que asediaban a la Monarquía hispánica, así como la recepción de los criterios revisionistas de la Ilustración y la consiguiente polémica entre reformistas y reaccionarios, serán los factores que condicionen la ciencia jurídica de la época. En lo que concierne al Derecho, es útil recalcar que la Ilustración es, más que una ciencia, un modo de sentir que se opone a la rigidez ortodoxa exageradamente concebida y practicada, tanto en áreas religiosas católicas como protestantes
. La Ilustración no crea un nuevo sistema jurídico, sino que intenta depurar el existente e incluso le refuerza como es el efecto de su inequívoco apoyo a la autoridad Real
.

Del absolutismo al Liberalismo

Fue Maquiavelo en su obra “El Príncipe” quien utiliza el término Estado por primera vez  en una acepción próxima la concepción que del mismo tenemos, relacionándola con el máximo poder existente: la soberanía

La forma de estado no es determinante para su caracterización, pues puede ser tanto una monarquía constitucional (como en la Constitución de 1812 en España), una monarquía parlamentaria (como en el modelo inglés que se remonta a la Revolución  Inglesa del siglo XVII) o una República (como en el caso de la Revolución francesa).

El estado liberal surge del inconformismo de la población con el régimen absolutista propio de la época. Aunque en las primeras fases de la implementación del Estado Liberal en Francia, adoptó formas totalitarias, represivas a través del Terror mediante la eliminación física en la guillotina de funcionarios y defensores del Antiguo Régimen, desnaturalizando entonces los principios de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre, que había adoptado siguiendo las orientaciones y la influencia de la Revolución por la independencia de los Estados Unidos de Norteamerica y consagrados en la primera Constitución Republicana de 1784. Independientemente de esto al surgir el Estado liberal en un clima de inconformismo total de la población, éste se edifica respetando la soberanía popular, la división tripartita del poder público, el cumplimiento del principio de legalidad e igualdad formal (igualdad de los ciudadanos ante la ley) y la protección de los derechos fundamentales básicos
.

En primera instancia, un Estado Liberal debe permitir y facilitar el desarrollo de un hombre libre, igualitario y racional, cuya convivencia y armonía esté fijada por acciones que inspiren y permitan el progreso de la sociedad. Asimismo es indispensable la separación de lo privado y de lo público, dado que el individuo tiene autonomía para escoger su proyecto de vida, dirigirse por sus propia convicciones y lo privado es definido como el derecho a la personalidad inviolable, garantizando al asegurar autonomía o control sobre las intimidades de la identidad personal.

El Estado liberal pretende ser un estado mínimo que no interviene en economía y que solamente garantiza el ejercicio de la libertad individual. Al contrario que la Monarquía absoluta, donde la palabra del rey es ley, el Estado Liberal se define como un Estado de Derecho, en que se ofrece al individuo la seguridad de no estar sometido a la arbitrariedad del poder.

En la época preconstitucional el fundamento del poder se radicó en un principio de desigualdad tanto de facto como de iure, conforme al cual unos hombres por naturaleza nacían para gobernar y otros para ser gobernados, para servir a sus gobernantes. Eran considerados desiguales y así unos estaban destinados a servir, e incluso, a ser esclavos de quienes detentaban el poder. Ese estado de desigualdad extrema deslegitimó el poder dando origen a grandes luchas que propugnaban por la vigencia de un principio de igualdad, fundamento de un Estado Constitucional
.

En el paso del absolutismo al liberalismo fue la ley como máxima expresión del derecho positivo y como estatuto de ordenación jurídica del poder basado en el principio de igualdad, la que logró imponerle límites al ejercicio del poder político en general
. 

El Estado Social de Derecho

Un estado social es todo aquel que cuya prioridad sean sus obligaciones sociales, de encaminar la justicia social. El Estado social se contrapone al concepto de “Estado liberal” , estado este último que representa una concepción minimalista del Estado, ocupado sólo, como sucedía durante el Antiguo Régimen, incluso después de la Revolución francesa, de las funciones tradicionales que son básicamente: recaudar impuestos ( a través de la Hacienda y el Fisco), mantener el orden interior (mediante la policía y los tribunales) y asegurar la paz exterior (por medio de la diplomacia y los ejércitos). En cambio en el modelo de estado social que desde comienzos del siglo XX se va imponiendo , el Estado va asumiendo otras funciones antes encomendadas a instituciones privadas: son los “servicios públicos” que presta la Administración, especialmente la educación y la sanidad. Este modelo de estado deriva del valor fundamental de la igualdad y no discriminación, y de la declaración del principio de la justicia social como base del sistema económico. Es un sistema que se dispone a fortalecer servicios y garantizar derechos esenciales para mantener el nivel de vida digno para participar como miembro pleno en la sociedad. El estado se presenta como garante de asistencia sanitaria, salud, educación pública, trabajo y vivienda digna, indemnización de desocupación, subsidio familiar, acceso a los recursos culturales, asistencia del inválido y del anciano, defensa ecológica. El estado debe garantizar los denominados derechos sociales mediante su reconocimiento en la constitución
.

Los antecedentes del Estado Social de Derecho podemos encontrarlos en la Constitución Mexicana de Querétaro de 1917 y en el texto alemán de Weimar de 1919, aunque en ambos textos no se llegara a producir una plena constitucionalización del Estado Social, en estos dos casos citados podemos considerar que son consecuencia de la crisis económica y social que sacudió a ambos países, y que posibilitó el acceso al poder de clases sociales diferentes a las que tradicionalmente habían detentado el mismo. Sin embargo, su inclusión definitiva se hará en el constitucionalismo posterior a la Segunda Guerra Mundial, así la Constitución de la República de Italia de 1947 definirá a Italia como una <<República democrática fundada sobre el trabajo>>, y la francesa de 1958 como <<una república indivisible, laica, democrática y social>>; la formulación más clara es posiblemente la correspondiente a la Ley Fundamental de Bonn de 1949 zzLa República Federal de Alemania es un Estado Federal democrático y social>>.

El Estado del bienestar surgió, por tanto, a principios de siglo en Europa como respuesta a las demandas sociales; el movimiento obrero europeo, las reivindicaciones populares provenientes de las revoluciones Rusa y Mexicana, y las innovaciones adoptadas durante la república de Weimar.

El Estado social y democrático de Derecho supone una evolución del Estado Liberal Democrático. De tal forma , que no significa una anulación de los principios del mismo, sino la incorporación de determinados principios económicos, así como la inclusión de determinados derechos sociales y económicos que no se encontraban en el anterior modelo constitucional.
 De esta forma, la utilización en la actualidad del concepto Estado de Derecho, Democrático y Social no implica la anulación del significado de los dos primeros términos, sino por el contrario la perfección y complementación de los mismos que se ven reforzados mediante la inclusión del Estado Social. Para Nuñez Rivero, Goig Martínez, y Nuñez Martínez, se  debe partir, por tanto, de una concepción dialéctica histórica de la institución estatal, progresivamente alterada en sus rasgos esenciales en virtud de un proceso que iría del Estado Policía al Estado de Derecho, para, tras el período de las revoluciones burguesas y el inicio del constitucionalismo moderno llegar a una serie de correcciones del Estado Liberal burgués, que finalmente, con el desarrollo del Estado Social del bienestar, tenderá a corregir las contradicciones económicas de su modelo anterior, intentando incluso la superación del neocapitalismo.

El nacimiento del Estado Social de Derecho es el resultado de la convergencia de varios factores que según Manuel Durán, V, serían los siguientes
:

1.1. Las Luchas de la Clase Trabajadora 

Como consecuencia de la convergencia de la ideología liberal-capitalista y de la 1ª Revolución Industrial, surgió un nuevo tipo de trabajador, el obrero industrial y una nueva clase trabajadora, el proletariado así denominado por Marx, el cual, debido sobre todo a la aplicación de los principios económicos y políticos del liberalismo, fue objeto de una superexplotación, que en muchos casos llegó a situaciones peores que la de la misma esclavitud. Esta situación trajo como consecuencia las luchas de la clase trabajadora y de otros movimientos políticos que cuestionaron fuertemente al sistema capitalista y al Estado Liberal de Derecho, al cual se le fueron introduciendo cambios que culminaron con el surgimiento de dos nuevos tipos o formas de Estado: El Estado Socialista Marxista y el Estado Social de Derecho. 

1.2. El Estado Socialista Marxista 

Aparte del movimiento obrero la situación de pobreza, miseria y explotación generó un conjunto de críticas, principalmente por parte de Karl Marx y Federico Engels que en 1848 publicaron el "Manifiesto Comunista" . 

1.3. La Revolución Mexicana y la Constitución de Weimar 

La Revolución Mexicana, que se inició en 1910 y que culminó en 1917 con una nueva Constitución, también hizo su aporte a la gestación del Estado Social de Derecho, ya que ésta fue la primera en el mundo que consagró con los derechos sociales de los trabajadores asalariados (Artículo 123) y los derechos de los campesinos (Artículo 27). También en Alemania, en 1919, se aprobó la Constitución de Weimar que estableció la obligación del Estado de realizar acciones positivas para darle satisfacción y cumplimiento a los derechos sociales. 

1.4. La Crisis Económica del Capitalismo de 1929 

Este es otro de los factores que influyeron en el nacimiento del moderno Estado Social de Derecho.  

1.5. Los Partidos Social Demócratas 

Este es otro de los factores que contribuyeron en forma determinante a la gestación del Estado Social de Derecho. 

H.HELLER acuña en 1929 la expresión “Estado social de Derecho”, idea que trata de responder a la crisis histórica del modelo europeo de sociedad del primer tercio del siglo XX.
 Es un intento de superación de la diferencia entre la formalización jurídica de los derechos y su ejercicio efectivo por parte de todos. Desde el punto de vista del ciudadano, esta nueva concepción tiene reflejo en su acceso a los bienes y derechos sociales, económicos y culturales. Desde la óptica del poder público, éste asume la obligación de realizar las prestaciones positivas necesarias para garantizar un mínimo existencial de los ciudadanos y promover las condiciones de satisfacción de las necesidades individuales y generales que el sistema de mercado no proporciona por sí solo

La Constitución española reconoce el Estado social en el Preámbulo cuando dice que “La Nación española, deseando establecer la justicia, la libertad y la seguridad y promover el bien de cuantos la integran, en uso de su soberanía, proclama su voluntad de : Garantizar la convivencia democrática dentro de la Constitución y de las leyes conforme a un orden económico y social justo..” y en el artículo primero dice que “España se constituye en un Estado Social y democrático de Derecho...”
. El desarrollo  se encuentra en el capítulo III del título I “ De los principios rectores de la política social y económica”, y en el título VII “ Economía y Hacienda”.

La consagración del Estado social implica que los poderes públicos no sólo permiten la igualdad y la libertad, sino que han de intervenir activamente para promover los mismos y allanar el camino y remover los obstáculos que impidan o dificulten su aplicación.

El Estado Democrático
      Un Estado de Derecho es aquel en el que la actuación de todos sus integrantes se haya sometida incondicionalmente a la ley. En un Estado de Derecho, ni siquiera la mayoría puede promover una actuación institucional contraria a la ley (por muy mayoritaria que sea la voluntad de hacerlo). La expresión “Estado Democrático”, generalizada en todos los Estados y ordenamientos, significa por una parte, que la soberanía radica en el pueblo, del cual emanan todos los poderes del Estado (“la soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan todos los poderes del Estado” consagra nuestra Constitución en su artículo 1.2; y por otra parte, que es fundamental para el funcionamiento de la democracia, el pluralismo político, principio consagrado en el art. 1.1 y encauzado a través de los partidos políticos, que según el art. 6 de la Constitución, “expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos”.

La democracia aparece por primera vez en muchas de las antiguas civilizaciones que organizaron sus instituciones sobre la base de los sistemas comunitarios e igualitarios tribales ( democracia tribal). La expresión “democracia” procede de un término griego compuesto de “demos” y “cracia”, es pues, manifestación del poder popular. El hecho de que el pueblo, desde el sufragio , administre su propio destino resulta el mejor de los sistemas, siempre que se den las premisas necesarias para la consecución del interés general
. 

La democracia es hoy un concepto que puede ser considerado indiscutido. Para la Real Academia de la Lengua Española el termino democracia alude a la “doctrina política favorable a la intervención del pueblo en el gobierno” en una primera acepción y al “predominio del pueblo en el gobierno político de un Estado” en una segunda.
 

El sentido etimológico de la expresión democracia procede de un término griego compuesto por demos y cracia. Por el primero, debe deducirse pueblo, por el segundo, debemos entender poder
 . Literalmente democracia significa, el gobierno del pueblo. El termino tiene tres sentidos básicos en el uso contemporáneo, para Ayman Alshboul, 
 “ (1) una forma de gobierno en que el derecho de tomar las decisiones políticas se ejerce directamente por el cuerpo entero de ciudadanos, actuando bajo los procedimientos de regla de la mayoría, normalmente es conocida como la democracia directa; (2) forma de gobierno en que los ciudadanos no ejercen personalmente el mismo derecho sino a través de representantes escogidos por ellos, conocida como la democracia representativa; y (3) la forma de gobierno conocida como liberal, o democracia constitucional, normalmente es una democracia representativa en que se ejercen los poderes dela mayoría dentro de una estructura de restricciones constitucionales diseñados para garantizar el mayor aprovechamiento de ciertos derechos por parte de los individuos o por colectivos de todos los ciudadanos, como la  libertad de opinión y religión”.

 De esta forma podríamos definir la democracia como un sistema de gobierno en el que el poder se basa o reside en el pueblo que lo ejerce, por si mismo (democracia directa) o a través de sus representantes ( para el caso de la democracia representativa). Para el profesor Fernandez de Bujan, “la democracia es un sistema que surge desde la convicción de que el conjunto del pueblo es capaz de decidir las soluciones a fin de resolver esos problemas.  El resultado real del sistema democrático en cuanto a su capacidad y eficacia para ofrecer una solución justa a los problemas y para organizar con justicia las estructuras de la sociedad es una cuestión casuística y variable, ya que los resultados son muy diversos en una y otra comunidad política y no sólo en una y otra etapa histórica”.

Ha sido corriente en la Historia de las civilizaciones y de la Humanidad que regímenes tiránicos, dieran lugar a sistemas de participación popular; y a la inversa, regímenes, en principio democráticos han concluido con la destrucción del estado.

La democracia tenía sus principios en lo que se llamaba ciudad-estado de la antigua Grecia, en que la ciudadanía entera formaba la legislatura; tal sistema era posible porque la población de la ciudad-estado raramente excedía a 10.000 personas y las mujeres y esclavos no tenían ningún derecho político. Los ciudadanos podían ser elegidos para ciertos cargos ejecutivos y judiciales algunos de los cuales estaban ocupados mediante las elecciones, mientras otros se asignaban por la población. No había separación de poderes y todos los cargos eran por completo responsabilidad de la asamblea popular ( Ekesía)  que fue calificada para actuar como poder  ejecutivo y judicial así como en las materias de legislación.

Si partimos de Atenas, en un momento determinado la polis llega a un grado de desarrollo político en el que el ciudadano ateniense, pretende asumir un efectivo protagonismo en la organización cívica y para ello aspira a ser participe de las decisiones de la vida pública. Así , se alcanza esta situación, a fines del siglo VI a.C., tiempo en el que se destierra a Hipias y los atenienses aprueban como verdaderos ciudadanos libres, una constitución mixta (FERNANDEZ BUJAN, F). Acaba de nacer la democracia en Grecia y se consolidará durante todo el siglo V a. C. La realidad antropológica y cultural de la península helénica, sobre todo, de la sociedad ateniense que propició de forma admirable el surgimiento y el posterior desarrollo de este sistema democrático
.

Para GARCIA SIERRA,
 “la expresión «Estado democrático de Derecho» es considerada por muchos ideólogos de nuestros días como redundante: sólo si es democrático podría un Estado ser Estado de Derecho. Pero semejante afirmación sólo tiene como fundamento una convención definicional: llamar «Estado de Derecho» solamente al «Estado democrático de Derecho»; y entonces, obviamente, podrá concluirse que la expresión «Estado democrático de Derecho» es redundante, por definición. Pero ocurre que una definición convencional no puede utilizarse para construir conceptos que no estén ya con-formados. Una definición nominal que disocia arbitrariamente contenidos que están conceptualmente vinculados, o que asocia por «yuxtaposición polinómica» («Estado social democrático de Derecho», «Estado social democrático de Derecho sin pena de muerte» o «Democracia orgánico representativa selectivo-jerárquica»), como si estuvieran conceptualmente unidos, contenidos disociables, es sólo una definición nominal, sobre la que pueden, sin embargo, edificarse discursos gramaticalmente coherentes, útiles en servicios propagandísticos e ideológicos, pero inútiles para servicios filosóficos o científicos. Si, por convención, defino el cuadrilátero como un «rectángulo equilátero», podré hacer discursos coherentes gramaticalmente, pero a costa de disociar contenidos que están vinculados en los cuadriláteros (por ejemplo, los rectángulos equiláteros y los que no lo son) y postular asociaciones necesarias entre contenidos separables (cuadrilátero no está necesariamente unido a rectángulo equilátero aunque lo postule la definición). Para García Sierra, la definición: «Estado de Derecho es el Estado democrático de Derecho», asimismo, asocia contenidos disociables, porque el Estado de Derecho puede no ser democrático, y una democracia (incluso en su sentido convencional, con sufragio universal capitativo), puede no implicar el Estado de Derecho; asimismo disocia contenidos asociables, como el Estado de Derecho y la aristocracia. Por ello, la definición convencional que analizamos es ideológica. Parece orientada a confundir un Estado de Derecho, por el hecho de serlo, con una democracia capitativa, y un «consenso democrático» con un Estado de Derecho”.

 Podríamos decir que un "Estado democrático"  es , por tanto, aquel en el que los ciudadanos participan de modo más o menos directo en el gobierno de la "ciudad". En un estado democrático, la soberanía corresponde al "pueblo" y éste la ejerce, con arreglo a la ley y por medio de sus representantes, desde las distintas instituciones políticas del Estado.  “A diferencia del estado absolutista, la democracia no favorece a ningún estamento o clase social; todo el mundo goza de sus derechos, nadie tiene privilegios. No es a través de su parcialidad de su accionar directo para el interés de determinados sectores de la sociedad, que el estado sirve a una clase social. Es la ley, válida para todos, y la justicia, quienes organizan la ventaja de los ciudadanos pudientes y cimentan las desventajas de los de menores recursos. El estado democrático es depositario del poder de la propiedad privada, y se corresponde a las relaciones sociales al codificarlas”

El Estado democrático tiene una doble vertiente. En primer lugar, el artículo 1.2 de la Constitución española reconoce la soberanía nacional del pueblo español, principio elemental para sostener la convivencia democrática contenida en el preámbulo, y fuente de la legitimidad democrática directa del poder legislativo. 

En segundo lugar se requiere un pluralismo político reflejado en los partidos políticos, que se recoge en el enunciado del artículo primero de la Constitución y cuya estructura y funcionamiento habrán de ser democráticos de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 6 y 7 del texto constitucional en donde se aluden a los principios democraticos a los que deben ajustarse la organización, funcionamiento y actividad de los partidos y establecen una organización obligatoria mínima (asamblea general, órganos directivos provistos mediante sufragio libre y secreto) y la exigencia de que los Estatutos prevean también procedimientos de control de los dirigentes elegidos. El artículo 8 se refiere a los derechos y deberes de los afiliados en los términos tradicionales de cualquier asociación.

Tanto en el Derecho español como en el Derecho comparado, la forma usual es, en la actualidad, la democracia representativa. No obstante, el ordenamiento jurídico español contempla también formas de participación semidirecta, como el referendum o la iniciativa popular, e incluso formas de participación directa, como es el caso de los municipios en régimen de concejo abierto.

 El Estado de Derecho 

Todos los Estados modernos tienen Derecho, Ordenamiento jurídico, pero la expresión “Estado de Derecho” comporta la sujeción no sólo de los ciudadanos, sino también de los poderes públicos, a la Constitución y al resto del Ordenamiento jurídico, como se consagra en el artículo 9.1 de la Constitución
. En el Estado español, los órganos del Estado no pueden hacer lo que quieran, sino que deben obedecer las leyes y normas que regulan su funcionamiento. Esta sujeción de los gobernantes y autoridades a la ley y al Derecho, representa una garantía para los ciudadanos de respeto de sus derechos y libertades; y les permite, en última instancia, recabar la tutela judicial para que se respeten sus derechos.

En Estado de Derecho es un Estado en el cual no dominan los hombres, sino las leyes, entendiendo por tales las de la razón.
 

La expresión “Estado de Derecho” fue consagrada por R. VON MOHL en 1832, en el marco de las monarquías limitadas de los Estados germánicos y ha llegado a nuestros días con influencia de la doctrina francesa de la supremacía de la ley como expresión de la voluntad general y de la inglesa del gobierno del Derecho. Pero, en cualquiera de sus versiones, o en la resultante de las tres, estamos ante una teoría conectada a los valores liberales predemocráticos, unida a la idea de la garantía de los derechos individuales civiles y políticos
, con la pretensión de fundir así legalidad y legitimidad con la pretensión de fundir así legalidad y legitimidad.

El Estado de Derecho es un modelo de estado en el cual el poder está sometido a la ley que dicta la representación nacional, y la ley misma respeta los derechos y libertades del hombre y del ciudadano como algo anterior y superior a la voluntad del que hace las leyes. 

Un Estado de derecho es aquel Estado que se rige por un sistema de leyes e instituciones ordenado en torno de una constitución, la cual es el fundamento jurídico de las autoridades y funcionarios, que se someten a las normas de esta. Cualquier medida o acción debe estar sujeta o ser referida a una norma jurídica escrita.  A diferencia de lo que sucede ocasionalmente en muchas dictaduras personales, donde el deseo del dictador es la base de una gran medida de acciones sin que medie una norma jurídica. En un estado de derecho las leyes organizan y fijan límites de derechos en que toda acción está sujeta a una norma jurídica previamente aprobada y de conocimiento público (en ese sentido no debe confundirse un estado de derecho con un estado democrático, aunque ambas condiciones suelan darse simultáneamente). Esta acepción de estado de derecho es la llamada "acepción débil" o "formal" del estado de derecho.
 

Este se crea cuando toda acción social y estatal encuentra sustento en la norma; es así que el poder del Estado queda subordinado al orden jurídico vigente por cumplir con el procedimiento para su creación y es eficaz cuando se aplica en la realidad con base en el poder del Estado a través de sus órganos de gobierno, creando así un ambiente de respeto absoluto del ser humano y del orden público. El estado de derecho considera como un deber el uso del poder que la sociedad entrega a los órganos del estado sólo de la manera que corresponda a los propósitos de los ciudadanos. Lo cumple sometiendo sus colisiones con los ciudadanos al criterio de los derechos fundamentales. Generoso, se conforma con las restricciones que la Constitución marca a los ciudadanos.

Existen dos acepciones tradicionales del concepto estado de derecho:

· La acepción débil o meramente formal (estado de derecho en sentido formal), el único requisito para que un estado sea de derecho según esta acepción es que en su organización político-social de «cualquier poder deba ser conferido por la ley y ejercido en las formas y procedimientos establecidos por ella». Esta acepción no excluye a los estados autoritarios, ya que la anterior condición puede ser satisfecha por sus sistemas jurídicos. 

· La acepción fuerte o substantiva (estado de derecho en sentido real o material), se requiere además que «cualquier poder sea limitado por la ley, que condiciona no solo sus formas sino también sus contenidos» Esta segunda condición según qué contenidos sean señalados como deseables excluiría a los estados totalitarios. 

El ordenamiento jurídico del Estado debe reunir una serie de características que dan origen a un Estado de Derecho real o material. De acuerdo con el Índice del Estado de Derecho publicado anualmente por proyecto mundial de justicia (World Justice Project), cuando en el World Justice Proyect
 se alude al Estado de Derecho se refiere a un sistema en el cual están presentes los siguientes 4 principios universales:

1. El gobierno en su conjunto y sus funcionarios son públicamente responsables ante la ley; 

2. Las leyes son claras, públicas, estables, y justas, y protegen derechos fundamentales  incluidas la seguridad de las personas y sus bienes. 

3. El proceso a través del cual las leyes son aprobadas, administradas, e implementadas es accesible, justo, y eficiente; 

4. La justicia es impartida por jueces que son competentes, éticos, independientes, neutrales, suficientes un número, que cuentan con recursos adecuados y reflejan la composición (étnica y cultural) de la comunidad a la que sirven.

Estos principios se derivan de fuentes internacionales que gozan de una amplia aceptación entre los países con diferentes sistemas sociales, culturales, económicos y políticos, e incorporan elementos tanto sustantivos como procedimentales.

Por lo que respecta al concepto de Estado de Derecho políticamente es un “concepto que trata de condensar una forma de organización de la vida social. Es, también, un concepto fuerza, pues arrastra los anhelos políticos y se utiliza para luchar contra lo ilegítimo. Consiste en aquel Estado en el que el ordenamiento jurídico ha sido creado racionalmente, siendo por tanto, un "estado de la razón" y, como tal dominio de la razón, no cabe el imperio de la fuerza”.

Las postrimerías del siglo XVIII en lo que se refiere a los grandes Estados Europeos nos presentan un panorama que se caracteriza por la existencia de Monarquías Absolutas y sociedades estamentales encuadradas en lo que se ha dado en denominar Antiguo Régimen
. La base del sistema político  fundamental existente en Europa era la Monarquía Absoluta. La formación de los grandes Estados de Europa se había llevado a cabo en virtud del sentido unitario nacional aportado por la institución de la Corona. La superación de la sociedad fragmentada y localista que había supuesto la existencia del feudalismo durante el periodo medieval sólo fue conseguida mediante la emergencia de la Monarquía Autoritaria, que desde el siglo XV consiguió imponer la autoridad de la institución monárquica sobre los otros poderes de la sociedad. La extinción del orden feudal supuso la transformación de la propiedad agrícola en señorial que era detentada por una nobleza cortesana, que como consecuencia del proceso de centralización de los Estados había pasado a controlar el poder político bajo la dirección del Rey

La conformación de los primeros Estados de Derecho o Estados Liberales, que significan el fin del Antiguo Régimen y con ello dela sociedad estamental, así como el derrocamiento del poder político de la Aristocracia y el ascenso al mismo de la burguesía, incidirán con mayor motivo que en épocas pasadas en el aspecto económico. Las primeras Constituciones incorporarán una amplia recopilación de derechos y libertades individuales, que aunque tengan una formulación de carácter universal, especialmente en los casos francés y norteamericano, no por ello dejarán de tener un beneficiario próximo en su sentido  más pragmático que será la burguesía; así la libertad se concretará en la libertad de comercio y de industria, la propiedad privada, y la representación de la voluntad nacional quedará reducida en virtud del aspecto restrictivo que se dará al  al concepto de soberanía nacional, no haciéndola coincidir con la totalidad del pueblo, sino solamente con aquellos que contribuyen a crear la riqueza dela nación, proceso que se culminará mediante el establecimiento del sufragio censitario que negará el derecho al voto a la mayor parte del pueblo, quedando reservado el mismo sólo a aquellos que gozaban de determinadas rentas, es decir la burguesía.

Para NUÑEZ RIVERO, “el Estado de Derecho nace con los primeros textos constitucionales codificados y escritos. En su primera formulación podemos destacar la Constitución de los Estados Unidos de Norteamérica de 1787, y la Constitución de Francia de 1791, así como la gaditana de 1812 en el caso español e hispanoamericano. La creación del Estado de Derecho pone fin al Antiguo Régimen y a la sociedad estamental, y es consecuencia del desarrollo de la burguesía en el aspecto económico, como consecuencia del mismo la burguesía accede al poder político, y se establecen las bases para el desarrollo de la sociedad de clases”. 

El modelo de la división de poderes que ha tenido entrada, más o menos, en las actuales constituciones de los Estados democráticos reposa en la distinción de tres funciones del Estado con las cuales se coordina un correspondiente “portador del poder”: la legislación, la administración y la jurisdicción.

En su primer periodo se caracteriza por la formación de los Estados Liberales que tienen como características fundamentales según NUÑEZ RIVERO, 

a) Declaración de Derechos y libertades del ciudadano, destacando el carácter individual de los mismos pues no se incluyen los de índole social y económico.

b) División de poderes, en el sentido de que los tres poderes tradicionales del Estado: Poder Ejecutivo, Poder Legislativo y Poder Judicial sean independientes entre si y no sean desempeñados por las mismas personas.

c) Sometimiento de los ciudadanos y de los poderes al Derecho, que se concreta en el imperio de la ley como expresión de la voluntad nacional, y que marca los límites de la actuación tanto del poder como de los ciudadanos.

ci) Soberanía nacional. El poder constituyente reside en la Nación, de donde se deriva el texto constitucional, así como la organización de los poderes constituidos del Estado.

La razón requiere de tres principios: libertad, individualidad, igualdad ante la ley y autonomía de cada individuo. El derecho de la comunidad debe garantizar la libertad y propiedad de los ciudadanos, promover el desarrollo de los ciudadanos. El estado de derecho tiene, por eso, un marcado matiz liberal. Es sinónimo de un ideal de libertad esencialmente burgués. El ideal de la democracia es la libertad política, pero para el Estado de Derecho es el desarrollo máximo e individual de la persona.

Esta relación entre estado de derecho y democracia pone en evidencia otro de los usos fundamentales del concepto estado de derecho: limite al poder de la comunidad y al uso de la fuerza política organizado conforme a esa forma democrática. En un Estado de Derecho las libertades individuales y la libertad constituyen los límites a todo acto del poder del Estado, incluida la Ley. El Estado de Derecho se realiza cuando toda organización estatal queda estructurada de la forma más racional para que no padezca más de lo necesario la libertad de los habitantes. Una estructura racional exige que los órganos que crean la ley y los que la aplican estén separados. La razón exige jueces imparciales que estén sujetos a la Ley. El concepto de Estado de Derecho se completa cuando descubrimos su función legitimadora, pues es el más justo posible, ya que el Derecho al que están sometidos está construido mediante la razón y no la arbitrariedad. Es conveniente darse en cuenta cómo es que el concepto sustituye a la legitimación religiosa preponderante en la época en que surgió, pues el hecho de quedar todos los elementos del Estado, incluidos los individuos que lo forman, sometidos a un Estado de Derecho, provocaría que no pudiera ser otro el poder al cual podían someterse.

El Estado de Derecho debe cumplir con una serie de principios que siguiendo a los teóricos de la materia podríamos clasificar como siguen: 

1º. El principio de sujeción o imperio de la Ley. La ley como mandato fundamental. En un Estado de Derecho implica el sometimiento de todos a la Ley.  En el Estado de Derecho se ejerce, sin excepción alguna, un poder limitado, circunscrito por las leyes. No hay poderes absolutos o totales, ese concepto es contrario al sistema. El principio de sujeción se concreta en el de limitación. Las potestades públicas son regladas y muy excepcionalmente discrecionales. En el Estado del Derecho la ley nace del Poder Legislativo y esta separado del resto de poderes del Estado, actúa con independencia y es el representante y depositario de la voluntad popular. El poder está sometido a normas jurídicas preestablecidas. En este tipo de organización, las personas obedecen a los principios y a las leyes, antes que a los funcionarios. El poder político solo puede expresarse a través de actos sometidos a las reglas, que no dependen únicamente del propio poder. Los gobernantes y los legisladores de toda clase son esclavos de las leyes, para evitar que los ciudadanos sean esclavos de los poderosos. 
2º.- El principio de limitación.- En el Estado de Derecho se ejerce, sin excepción alguna, un poder limitado, circunscrito por las leyes. No hay poderes absolutos o totales, ese concepto es contrario al sistema. El principio de sujeción se concreta en el de limitación. Las potestades públicas son regladas y muy excepcionalmente discrecionales.
3º.- El principio de legalidad.- Es precepto básico según el cual desde el poder solo se puede hacer aquello que está expresamente mandado por la Constitución o la Ley. Para Madrigal Acosta, J. “Es efecto y manifestación directa del sometimiento del Poder al Derecho”
. En virtud de este principio, consagrado  el artículo 9 de la Constitución de 1978, todos los poderes públicos se encuentran sujetos a la ley.  Esto es una consecuencia de lo que se expresa en el Preámbulo de la Constitución como finalidad de la misma “Consolidar un Estado de Derecho que asegura el imperio dela ley como expresión de la voluntad popular”
 , y como ya afirmó el Tribunal Constitucional en Sentencia 108/1986, de 26 de julio
 “estamos ante un dogma básico de todo sistema democrático”.  

4º.- El principio de motivación.- El Estado de Derecho prohíbe absolutamente la arbitrariedad, más aún, la sanciona, de allí que los poderes públicos cuando expiden cualquier acto, llámese ley, reglamento, acto administrativo o sentencia, están obligados a ‘motivar’ la decisión basándola normas preestablecidas, consecuencia del principio de legalidad propio de derecho público. La falta de motivación resta eficacia a los actos del poder, les quita legalidad y legitimidad. La motivación real de los actos está asociada con su legitimidad, y es lo contrario al arbitrio o voluntad libre del gobernante o legislador. Así lo ha declarado el Tribunal Constitucional en reiteradas ocasiones, en Sentencia dictada en  el recurso de amparo núm. 6112-2012, Fundamento de Derecho Tercero dice “ Según reiterada jurisprudencia de este Tribunal, el derecho a obtener de los Jueces y Tribunales una resolución razonada y fundada en Derecho sobre el fondo de las pretensiones oportunamente deducidas por las partes se erige en un elemento esencial del contenido del derecho a la tutela judicial efectiva reconocido en el art. 24.1 CE, derecho que, no obstante, también se satisface con la obtención de una resolución de inadmisión impeditiva del enjuiciamiento del fondo de la cuestión planteada, si esta decisión se funda en la existencia de una causa legal que así lo justifique aplicada razonablemente por el órgano judicial (por todas, STC 108/2002, de 6 de mayo, FJ 3). Según reiterada y constante jurisprudencia de este Tribunal, ese derecho implica, en primer lugar, también en relación con decisiones de naturaleza procesal que obstaculicen una respuesta sustantiva a las pretensiones, que la resolución esté motivada, es decir, que contenga los elementos y razones de juicio que permitan conocer cuáles han sido los criterios jurídicos que fundamentan la decisión; y en segundo lugar, que la motivación exteriorice una fundamentación en Derecho, en respuesta a la garantía de que la decisión no sea consecuencia de una aplicación arbitraria de la legalidad, no resulte manifiestamente irrazonada o irrazonable o incurra en un error patente, ya que, en tal caso, la aplicación de la legalidad sería tan sólo una mera apariencia (entre tantas otras, STC 183/2011, de 21 de noviembre, FJ 5, y las allí citadas).

5º.- El principio de responsabilidad.- Todos los principios anteriores se articulan y se concretan en la responsabilidad política y administrativa del Estado y de los funcionarios y magistrados, quienes deben asumir y reparar las consecuencias de sus actos, cuando se adoptan violando la Constitución o la ley o afectando a los derechos de los ciudadanos. Este es el fundamento de la responsabilidad del Estado y de sus funcionarios. 
6º.- La seguridad jurídica.- La seguridad jurídica es “el elemento inspirador del Estado de Derecho”, es su razón de ser. Supone, primero, que los ciudadanos sepan que los derechos estén protegidos y los delitos previstos legalmente y de antemano. Por otro lado, se asegura un mínimo de estabilidad en las reglas de juego admitidas por la sociedad. La seguridad jurídica es el hilo conductor de los demás principios del Estado de Derecho y es uno de los derechos fundamentales de las personas. 
7º.- División de las funciones del Estado.- La idea de la Constitución y del Estado de Derecho nació en contra del monopolio y la concentración del poder político de forma que surge el principio de la división de poderes del que parten todas las Constituciones democráticas y, entre ellas la nuestra, que aún cuando no lo proclama explícitamente, se ajusta a él al disciplinar con independencia, de una parte las Cortes Generales (Título III); de otra el Gobierno y la Administración (Título IV); y el Poder Judicial (Título VI); confiriendo a las Cortes la potestad legislativa del Estado 8art 66), al Gobierno la función ejecutiva y la potestad reglamentaria (art 97) y al Poder Judicial la exclusiva de la potestad jurisdiccional (art 117)
                         
8º.-Impugnabilidad de los actos del poder.- Como expresión concreta de la limitación y del sometimiento a la Constitución y a la Ley, en el Estado de Derecho todos los actos del poder son susceptibles de impugnación, ya sea que provengan del legislador, ya del Ejecutivo, ya de los jueces. No hay excepción ni factor de poder exento de esta regla. Todos los actos del poder son impugnables en la vía administrativa y judicial. 

9º.- Otro de los principios fundamentales que debe cumplir se encuentra referido a los Derechos y libertades fundamentales: Estos quedan garantizados en un Estado de Derecho cuando están especificados en la norma máxima del Estado (Constitución 1978 en nuestro país)  que están recogidas en ella. Se interpretarán con la conformidad de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. La protección de los mismos en nuestra Constitución  queda garantizada por su valor preeminente, su aplicabilidad directa, la exigencia de ley orgánica para su desarrollo (art 81.1 CE), el respeto por esa ley de su contenido esencial y el acceso al recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional frente a sus eventuales violaciones por los Poderes públicos; recurso que cabe también respecto delos arts. 14 y 30 (art 53.1 y 2 CD). Además, su eventual modificación se equipara a la reforma total de la Constitución y se exigen los mismos rígidos procedimientos ( art 168.1 CE)

La Constitución recoge tal principio consagrando una división de poderes, en la que el poder legislativo goza de legitimidad democrática directa, emanando leyes que gozan de superioridad jerárquica sobre el resto de la producción normativa del Estado. Asimismo, el poder judicial goza de independencia jerárquica frente a los demás poderes, con la finalidad de asegurar su imparcialidad.

España se constituye en un Estado social y democrático de derecho

La gran crisis política que tuvo lugar en España en marzo de 1808, con un motín popular contra el favorito Godoy, originó que Carlos IV abdicara en favor de su hijo Fernando y que éste fuera proclamado rey.
 Sin embargo, la intervención de Napoleón convirtió en problemática la legitimidad de uno y otro, debiendo acudir ambos a Bayona para dirimir el conflicto ante el emperador francés; mientras , en España queda una Junta Suprema de gobierno que actúa en nombre de Fernando. En Bayona éste devuelve el trono a su padre , y Carlos IV transmite sus derechos a Napoleón, acto con el que el propio Fernando se solidariza al concederle, él también, los que le corresponden como Príncipe de Asturias.

En la mañana del dos de mayo de 1808 el pueblo de Madrid se arremolina ante el palacio real y trata de impedir la salida del infante Francisco de Pula. Había empezado la masiva revuelta popular, la Guerra de la Independencia, y en última instancia la revolución del siglo XIX y el advenimiento del mundo contemporáneo. Noventa años después, el 10 de diciembre de 1989, el Tratado de París certifica la liquidación del imperio colonial español, hundiendo al país en una hora dramática de la que rendirá cuenta aquella brillante familia intelectual conocida como “Generación del 98” Entre ambas fechas, punto de partida y epílogo, se desarrolla una centuria efervescente, cuyos avatares políticos, jurídicos, sociales y económicos, constituyen propiamente el umbral del tiempo que vivimos. 

El principio básico que ha de inspirar las ideas jurídicas del constitucionalismo es el de igualdad ante la ley
. Este principio  actúa en un doble sentido según explica PEREZ-PRENDES, primero, como igualdad de todos los súbditos de un Estado ante el precepto jurídico, sin que haya clases sociales que tengan normas propias, distintas de las otras clases y el segundo efecto de esta igualdad ante la ley está en otro aspecto, el camino hacia la unificación, dentro del Estado, de las normas jurídicas de los antiguos reinos incorporados en el. Así, se afirmará como principio constitucional que unos mismos Códigos o normas regirán para todo el Estado, sin que se admita la diferenciación jurídica de los antiguos reinos. 

En nuestro constitucionalismo histórico tan sólo en la Constitución de 1931 se recoge una fórmula parecida. En su art. 1 se declaraba que "España es una República democrática de trabajadores de toda clase, que se organiza en régimen de libertad y justicia". Se utilizó el presente de indicativo del verbo ser - "España es..."- a diferencia del texto vigente -"España se constituye..."-  lo que no ha dejado de recibir diferentes sentidos interpretativos.

B) El  Derecho Constitucional Comparado, por el contrario, sí aporta numerosos precedentes entre las Constituciones aprobadas después de la Segunda Guerra Mundial, entre las que cabe destacar por su influencia en la española las siguientes:
La Constitución italiana de 1947, en su art. 1: "Italia es una República democrática basada en el trabajo. La soberanía pertenece al pueblo, quien la ejerce en la formas y con los límites de la Constitución".

     Mas influencia, incluso, cabe apreciar en la Ley Fundamental de Bonn, de 1949, en sus artículos 20: " La República Federal de Alemania es un Estado federal, democrático y social"; y 28: "El orden constitucional de los Estados miembros (Länder) deberá responder a los principios del Estado de Derecho republicano, democrático y social, en el sentido de la presente Ley Fundamental".

     También el primer inciso del art. 1 de la Constitución francesa de 1958 sigue el mismo modelo: "Francia es una República indivisible, laica, democrática y social...".

En el Preámbulo de la Constitución Española se proclama la voluntad de “establecer una sociedad democrática avanzada”
. Para NUÑEZ RIVERO, la inclusión de este enunciado en lugar tan destacado del texto, aunque adolezca de cierta imprecisión , parece pretender impregnar el contenido del mismo de un cierto sentido de transformación de la sociedad, en el sentido de que esta se encuentra inmersa en un sentido progresivo, en el cual los conceptos, entre los que se encuentra el de democracia, no tiene un carácter permanente y no sujeto a evolución. En todo caso, lo que sí parece indicarse con dicha formulación, es que el modelo de participación ciudadana por el que se opta se encuentra alejado del propio del Estado Liberal Democrático nacido en la mitad del siglo XIX.

La primera opción constitucional se encuentra en el artículo 1.1 de la vigente Constitución de 1978 cuando dispone que “España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico, la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político”. A este respecto, y en relación con el análisis de los tres elementos que componen la actual formulación de que España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho debemos coincidir, según NUÑEZ RIVERO, con Torres del Moral, cuando considera que no puede partirse de un entendimiento unitario relativizando cada uno de sus elementos, ya que el resultante no es sólo Estado de Derecho, ni sólo Estado Social, ni solo democracia, sino que cada uno de esos enunciados condiciona a los demás,
 resultando una fórmula compleja y en la reciprocidad de sus elementos debe ser entendida.

La expresión de “Estado social y democrático de Derecho” intenta definir el régimen político, si bien éste no cobra todo su perfil en tanto no se relaciones este precepto con otros que contienen sendas opciones políticas, como son los dos apartados siguientes, uno de los cuales consagra el principio de la soberanía popular y el otro declara como forma política del Estado español la Monarquía parlamentaria; así como el artículo 2º, que hace la opción de un Estado autonómico.

Así como ha evolucionado el concepto de democracia, también el concepto de Estado de Derecho ha ido pasando desde, en palabras del profesor Torres del Moral, 
 “aséptica acepción  de Estado en el que los poderes públicos respetan el Ordenamiento jurídico hasta otras más valorativa, conforme a la cual el común de las gentes la entiende como gobierno o régimen respetuoso de las libertades públicas, incluso como sinónimo de democracia o, por lo menos, como régimen claramente contrario al absolutismo , al despotismo, al totalitarismo”. En la ciencia jurídica del siglo XIX un Estado de Derecho es un Estado cuya actividad se produce toda ella en la vía de la promulgación de leyes o con base en las leyes y en el marco de la autorización contenidos en ellas, es , por tanto, un “Estado de leyes”.

Para Torres del Moral el Estado de Derecho no puede consistir sólo en que sea observado el Derecho en el ejercicio del poder pues esto ha sucedido a lo largo de la historia, aunque se discutiera teóricamente si el Príncipe estaba obligado por  las leyes o era absoluto su poder. 

En la actualidad para que un Estado se considerado de Derecho ha de serlo en los dos sentidos del término Derecho (TORRES DEL MORAL):

a) En su sentido de derecho objetivo, de norma. El Estado de Derecho exige que rija el imperio de la ley, que el Ordenamiento jurídico sea límite y cauce de poder y que todos estemos sometidos al imperio de la ley.

b) En su sentido de derecho subjetivo, como derechos y libertades. El Estado de Derecho, por tanto, exige también que aquel Derecho objetivo u Ordenamiento jurídico incorpore los derechos y libertades de las personas. Y únicamente hay garantía de que el Ordenamiento jurídico incorpore los derechos subjetivos si los sujetos mismos, los ciudadanos, participan en su creación, lo que sólo sucede en el sistema de gobierno  de la democracia.

El Estado democrático añade al Estado social soberanía popular, participación ciudadana en la vida política, social, cultural y económica, de manera que las prestaciones sociales del Estado satisfagan demandas planteadas por los ciudadanos, no arbitradas por los poderes públicos ni concedidas como actos de benevolencia. Añade derechos ciudadanos en grado tal que la libertad y la igualdad sean reales y efectivas, fe incluso la posibilidad de una alternativa legítima del actual modelo de sociedad (TORRES DEL MORAL).

En esta perspectiva se instala nuestra Constitución, a través del art. 9.2, que asigna a los poderes públicos aquella tarea de la plenitud de la participación cuando dice que “Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social”.

La Constitución española vigente rompe con la tradición española secular e inmediata y entronca con el breve precedente de la Constitución de 1931. Para Torres del Moral, se alinea más claramente con el modelo austriaco o kelseniano, aunque añadiéndole el valor normativo y vinculante directo dela Constitución, necesariamente aplicable por todos los jueces y tribunales. La Constitución no sólo es una norma y una norma superior, sino la norma que regula la producción normativa, la norma que regula las fuentes del Derecho.

Promover el estado de derecho en los planos nacional e internacional es uno de los aspectos esenciales de la misión de las Naciones Unidas. Establecer el respeto del estado de derecho es fundamental para lograr una paz duradera después de un conflicto, para proteger eficazmente los derechos humanos y para lograr un progreso y un desarrollo económicos sostenidos. El principio de que todos —desde el individuo hasta el propio Estado— deben ajustarse a leyes que se promulgan públicamente, se hacen cumplir por igual y se aplican con independencia es un concepto fundamental que impulsa gran parte de la labor de las Naciones Unidas.

El principio del estado de Derecho consagrado en la Carta de las Naciones Unidas abarca elementos que atañen al desarrollo de las relaciones entre Estados. Los principales órganos de las Naciones Unidas, como la Asamblea General y el Consejo de Seguridad, cumplen a este respecto funciones esenciales que se derivan de las disposiciones de la Carta y requieren de la adopción de medidas de conformidad con ellas.

El Secretario General de la ONU declaró el 3 de agosto de 2004, en un informe sobre el estado de derecho y la justicia de transición en las sociedades que sufren o han sufrido conflictos«Para las Naciones Unidas, el concepto de «Estado de derecho» ocupa un lugar central en el cometido de la Organización. Se refiere a un principio de gobierno según el cual todas las personas, instituciones y entidades, públicas y privadas, incluido el propio Estado, están sometidas a unas leyes que se promulgan públicamente, se hacen cumplir por igual y se aplican con independencia, además de ser compatibles con las normas y los principios internacionales de derechos humanos. Asimismo, exige que se adopten medidas para garantizar el respeto de los principios de primacía de la ley, igualdad ante la ley, rendición de cuentas ante la ley, equidad en la aplicación de la ley, separación de poderes, participación en la adopción de decisiones, legalidad, no arbitrariedad, y transparencia procesal y legal»
 . Igualmente se dice en el informe que “en el ámbito de la justicia y el Estado de Derecho, es mucho más efectivo prevenir que curar. A pesar de que las Naciones Unidas se ha adaptado a fin de que beneficie de modo palpable ala población, satisfaga sus necesidades inmediatas de seguridad y haga frente alas graves injusticias provocadas por la guerra, las causas profundas del conflicto han pasado muchas veces a un segundo plano. Sin embargo, la comunidad internacional únicamente podrá ayudar a evitar que resurja el conflicto en el futuro si consigue resolver esas causas por medios legítimos y justos. La paz y la estabilidad sólo prevalecerán exclusivamente si la población percibe que los problemas de gran calado político, tales como la discriminación étnica, la distribución desigual de la riqueza y los servicios sociales, el abuso de poder, la denegación del derecho de propiedad o ciudadanía y las controversias territoriales entre los Estados, pueden resolverse de manera legítima y justa. Desde este punto de vista, la prevención es el primer imperativo de la justicia”.
Las actividades de las Naciones Unidas en el ámbito del estado de derecho apoyan el desarrollo, la promoción y la aplicación de normas y principios internacionales en la mayoría de los ámbitos del derecho internacional.

Características del Estado Social y Democrático de Derecho
La expresión “Estado social y democrático de derecho” es fruto de la evolución acaecida y asume la interdependencia del constitucionalismo liberal, democrático y social durante el transcurso del tiempo. El Estado –en un determinado grado de evolución- es un presupuesto del Derecho constitucional. Cada una de las transformaciones experimentadas derecho” es fruto de la evolución ya descrita y asume la interdependencia del constitucionalismo liberal, democrático y social. El Estado –en un determinado grado de evolución- es un presupuesto del Derecho constitucional. Cada una de las transformaciones experimentadas por el Estado de derecho significa un claro progreso respecto de la estructura anterior. El constitucionalismo transforma el modelo de Estado, al reconocer derechos fundamentales y atribuir nuevas tareas a los poderes públicos. El constitucionalismo que define al Estado como social y democrático de derecho incorpora a éste el elemento socioeconómico propio de la convivencia política occidental. El Estado social presupone un sistema político democrático. A la vez, quien está llamado a tomar decisiones políticas deben estar en una situación de libertad real que le sitúe en una situación de poder elegir. El Estado social y democrático de Derecho en nuestro país es resultado de un pacto constitucional durante la transición entre posiciones políticas y clases sociales distintas. 
Se hace necesaria una interpretación total y armónica de la fórmula Estado social y democrático de derecho, que integre las tres definiciones del Estado, interpretando cada uno de sus rasgos en función de los demás y sin contradecir el conjunto. Esta interpretación integral debe asumir el carácter dialéctico de la fórmula, que es resultado de un proceso histórico que va desde las revoluciones burguesas de finales del XVIII al constitucionalismo más moderno, y que asume en sus últimas manifestaciones los propios límites del Estado del bienestar. La definición del modelo de Estado hace referencia a las tres realidades superpuestas: al Estado de derecho en cuanto que la actividad de los poderes públicos debe someterse al ordenamiento jurídico, al Estado democrático, en cuanto que el Estado debe ser expresión del poder del pueblo; al Estado social, en tanto que el funcionamiento del Estado debe enlazar con la dinámica de la sociedad sobre la que se asienta.

En el momento actual el Estado Social y Democrático de Derecho se nos presenta como una concepción que responde a un nuevo rol que debe asumir el Estado.

El concepto Estado de Derecho aplicado en la actualidad dista mucho del mero marco del siglo XIX que aseguraba la supremacía de la ley, estableciendo una seguridad jurídica que junto al reconocimiento de una serie de derechos y libertades marcaba los límites de la actuación de los ciudadanos y los poderes del Estado, así la inclusión del concepto social modifica profundamente el primer término, pues ello no significa simplemente que a los derechos y libertades individuales del Estado Liberal se le agreguen una serie de derechos sociales y económicos. Por el contrario, modifican la propia actuación del Estado, que debe asumir un protagonismo desconocido anteriormente, dándole un sentido dinámico que antes no tenía. De esta forma, el Estado se obliga a conseguir para el ciudadano unos determinados ámbitos de bienestar y seguridad, que aunque en muchos casos, como indica Torres del Moral se trate de ideales, “son los ideales que una comunidad decide proponerse como los máximos objetivos de su ordenamiento jurídico”.
 En este sentido expresan la moral social vigente en un ámbito cultural y en un momento histórico determinados. Otro tanto ocurre con la incorporación de Estado Democrático, que unido a las acepciones de Derecho y Social no puede reducirse a la vieja lucha del pasado siglo por la extensión del sufragio. En la nueva formulación del Estado, la Democracia debe ser entendida como participación, pero no sólo en el ámbito de los procesos electorales, sino en un sentido mucho más profundo de participación en las decisiones económicas y sociales, mediante la elaboración y desarrollo dela denominada democracia económica.

El hecho de que la calificación de nuestro Estado como social y democrático de derecho se encuentre situada en el Título Preliminar hace que ésta forme parte de la fórmula política de nuestra Constitución, una suerte de súper legalidad constitucional, lo que justifica su especial protección frente a la reforma constitucional –art. 168 CE-7. Su reforma no significaría una mera modificación constitucional sino la elaboración de otra Constitución. En Alemania, la fórmula del art. 20.1 o 3 y 28.1–que define la República como un Estado federal democrático y social y como un Estado social de derecho- se encuentra protegida por la cláusula de intangibilidad del art. 79.31.
Los valores contenidos en el artículo 1.1 de nuestra Constitución  como la libertad, la igualdad y el pluralismo político no pueden circunscribirse a una forma determinada de Estado, por el contrario, siguiendo a Torres del Moral, podemos considerarlos como ideales o aspiraciones que el Estado propugna y pretende realizar. En este sentido, la percepción que de los mismos tiene la sociedad española hoy es radicalmente diferente a la que podía tenerse en épocas pasadas, lo que no implica forzosamente incompatibilidad entre las formulaciones históricas y las que lleva a cabo el actual texto constitucional. La diferencia puede estribar en el carácter de obligatoriedad y de intervencionismo que el texto otorga al Estado para que dichos principios puedan ser efectivos. Así en el artículo 9.2 se indica que corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas, removiendo los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social
.

La expresión “Estado social y democrático de Derecho” intenta definir el régimen político, si bien éste no cobra todo su perfil en tanto no se relacione  este precepto con otros que contienen sendas opciones políticas
, como son lo el el principio dela soberanía popular y el principio que declara como forma política del Estado español la Monarquía parlamentaria, así como el artículo 2º de la Constitución que  reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas.

Aunque se ha sostenido que la eficacia jurídica de determinados preceptos que conforman el Estado Social de Derecho es muy discutible, como en el caso del artículo 9.2 CE y en otros, especialmente los contenidos en el Título I, Capítulo III, en cuanto que la intervención y responsabilidad de los Poderes Públicos no siempre puede ser invocada, en virtud de la complejidad de determinadas situaciones que se producen en la sociedad. Es necesario destacar a este respecto, que al menos hay dos aspectos que obligan a los Poderes Públicos: en primer lugar, que no podría procederse de forma negativa a lo expuesto en el texto constitucional, de tal forma, que no cabría legislación ni actuación que pusiera trabas al proceso de consecución de dichos principios, y por otra parte, que éstos han de servir como base de interpretación de la legislación y actuación del Estado. A este respecto, cabe destacar las numerosas sentencias habidas del Tribunal Constitucional que refuerzan el carácter de obligatoriedad por parte del Estado en el sentido que su actuación tienda a desarrollar dichos principios.

Desde el punto de vista del ciudadano, la concepción de Estado social y democrático de Derecho tiene reflejo en su acceso  a los bienes y derechos sociales, económicos y culturales, que son recogidos por los textos constitucionales con diversos grados de efectividad jurídica. Desde el punto de vista del poder público, éste asume la obligación de realizar las prestaciones positivas necesarias para garantizar un mínimo existencial delos ciudadanos y promover las condiciones de satisfacción de necesidades individuales y generales que el sistema de mercado no proporciona.
 
Para Torres del Moral, ni es sólo Estado de Derecho, ni sólo Estado social, ni sólo democracia, sino que cada uno de los enunciados condiciona y nutre a los demás. Esta reciprocidad es considerada por muchos como inconciliable, principalmente porque el Estado social puede trastocar las líneas maestras de un Estado de Derecho y de una democracia entendidos al tradicional modo. Esta crítica, que parece añorar la separación entre sociedad y Estado, contiene una lícita exigencia: que cualquier intervención en la esfera social y económica ha de hacerse con respeto delos controles y de los procedimientos jurídicos. Pero si cada uno de estos tres términos, dejados a su propio desarrollo, podría haber conducido al antagonismo con los otros dos o con alguno de ellos, no debe concluirse de ahí su incompatibilidad necesaria.

Conclusión

En los orígenes del constitucionalismo, los monárquicos moderados sostenían que la Constitución no era otra cosa que un pacto entre la Corona y la soberanía nacional para limitar los poderes absolutos de aquélla. Tampoco se reconoce a la Constitución el valor de norma jurídica cuando, desde la exageración del dogma de la soberanía popular, se entiende que los actos del Parlamento como expresión actualizada de aquella soberanía no pueden quedar permanentemente limitados por las condiciones impuestas en una superada fase constituyente.

Por el contrario, en el constitucionalismo americano, donde faltan los factores monarquizantes que se dan en Europa, recordemos que cuando los primeros europeos alcanzaron las costas americanas la sociedad que encontraron era básicamente una sociedad tribal en la que predominaban los indígenas sin que se conociera el sistema de gobierno que existía en Europa resultando desde el principio que las normas contenidas en la Constitución eran Derecho, el Derecho supremo del país al que hubieron de sujetarse los órganos del Estado en el ejercicio de sus poderes.

En la actualidad es una indiscutida evidencia que la Constitución es una norma jurídica, la primera del sistema de fuentes ( el art. 1.1 del Código Civil dispone que “ las fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley, la costumbre y los principios generales del Derecho”),  que corona el vértice de la pirámide legislativa con su primacía en la regulación de los derechos y libertades básicos y la organización de los poderes supremos del Estado.

 En el campo internacional, las Naciones Unidas trabajan para apoyar un marco de promoción del estado de derecho en los países, que incluya una Constitución o norma equivalente, como ley suprema del país; un marco jurídico claro y coherente y su aplicación; instituciones judiciales, de gobernanza, seguridad y derechos humanos sólidas, bien estructuradas y financiadas, capacitadas y equipadas; procesos y mecanismos judiciales de transición, y una sociedad pública y civil que contribuya al fortalecimiento del estado de derecho y asegure la rendición de cuentas de las instituciones y los funcionarios públicos. Esas son las normas, las políticas, las instituciones y los procesos que forman el núcleo de una sociedad cuyos miembros se sienten seguros, en que las controversias se solucionan pacíficamente, se dispone de mecanismos de compensación por los daños sufridos en la que todos los que infringen la ley, incluido el propio Estado, deben rendir cuenta de ello.

Es importante recordar que para que sea considerado como tal un Estado de Derecho debe cumplir una serie de normas, las mismas son:

* La Ley debe ser el mandato fundamental: todos los ciudadanos, incluso quienes gobiernen deben someterse a las leyes y ser juzgados en igualdad de condiciones y no se harán excepciones a ningún individuo, por alto que sea el cargo que posea en función del constitucional principio recogido en el artículo 14 de la Constitución de igualdad ante la ley.

* Deben garantizarse todos los Derechos y Libertades: es responsabilidad del Estado que la Ley se cumpla y que en ella se vele por la libertad de todos los individuos que viven bajo su tutela ; la norma máxima del Estado es garantizar este principio.

* La Administración debe encontrarse limitada por la Ley: los directivos del Estado pertenecen a dos cuerpos diferentes: el Gobierno y la Administración, ésta se trata de un elemento no-político y se compone de los funcionarios, y, al igual que el gobierno, se encuentra limitada a las leyes que rijan sobre el territorio.

Desde todas las instituciones del Estado debe hacerse un verdadero esfuerzo que permita con seguridad garantizar el cumplimiento de los derechos que a todo ser humano le corresponden  de forma que, en palabras de José Luis Hernández Ramírez, Rogelio Morfín Sánchez ,  “de la concurrencia de todas las fuerzas humanas y no solo de la razón teórica o de formulaciones hechas, debe venir lo que es en el hombre su honor supremo y la salud del Estado”
. El progreso en el terreno de la civilización y el Derecho no es una ley de la naturaleza, sino algo que depende de la libertad del hombre (KARL LARENZ) , no cambian los criterios sobre lo justo en sí mismo considerado y, por tanto, los principios del Derecho justo , sino que cambia el conocimiento que nosotros tenemos de ello y el modo y la medida de su realización por su concreción en el Derecho positivo.
 No nos queda sino concluir que somos el resultado del proceso evolutivo que la humanidad ha sufrido desde el origen de los tiempos y de ahí que hayamos de remontarnos a su estudio para entender el presente.
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